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La corrupción no es un fenómeno que 
aparezca espontáneamente en los gobiernos 
o en otras instituciones. Tiene raíces en la so­
ciedad. Es el resultado de un deterioro en las 
cualidades morales de una sociedad que así 
se ve más propensa a quebrar reglas éticas en 
la búsqueda de beneficios personales. El ma­
yor o menor impulso y generalización que la 
corrupción pueda tener dentro del estado, 
seguramente tendrá relación con los valores 
y pautas históricas de quienes detentan el po-
der, con el grado de intervención estatal, y 
con la capacidad de tener órganos de seguri­
dad y justicia eficientes, pero difícilmente se 
podría dar un estado corrupto dentro de 
una sociedad de altos valores éticos. 

Los actos corruptos suelen implicar a dos 
partes: el corruptor y el corrompido. Ambos 
son culpables y ambos están interesados en 
ocultar el hecho. Por ello es dificil encontrar 
pruebas de la corrupción aunque ésta se co­
nozca por infidencias o se intuya por súbitos 
enriquecimientos o niveles de vida. El oculta­
miento genera, en el otro extremo, una gran 
facilidad para adjudicar injustificadamente 
conductas incorrectas, a veces con mala in­
tención. Por otro lado, la propensión de la 
gente a aceptar teorías conspirativas crea un 
ambiente propicio para generar un clima de 
pesimismo generalizado, donde, bajo el slo­
gan "todos roban", se crea la necesaria con­
fusión que favorece el mimetismo de los que 
efectivamente lo hacen. 

La gravedad social de la corrupción au-
menta cuanto mayor es la cantidad de gente 
complicada en un mismo acto, o cuando se 

eleva el nivel de la institución. Por ejemplo 
es más grave el caso de un parlamento en 
donde se distribuyan pagos provenientes de 
quienes se benefician por una ley así aproba­
da, que el caso de una coima a un funciona­
rio público aislado. Es más grave que haya 
corrupción en un juzgado federal que en 
uno de faltas. Cuando en un acto de corrup­
ción se involucran muchas personas de alto 
nivel, ello significa que se han reducido los 
temores y que se extiende la impunidad. Se­
guramente la expansión de la corrupción 
minimiza la capacidad de reacción. 

Un síntoma claro de la creación de am­
bientes amplios de corrupción es el desenfa­
do en el trato del tema por quienes han vivi­
do muchos años en ese medio sin ser penali­
zados. Hace algunos años un dirigente sindi­
cal argentino hacía declaraciones a un me­
dio de prensa diciendo que "nadie se hace ri­
co trabajando", y además explicaba cómo se 
obtenían los retornos de honorarios pagados 
por el gremio a profesionales y consultores. 
Por la naturalidad con que lo exponía, sólo 
cabría interpretar que luego de una larga 
práctica en esas artes había llegado sin que­
rer a asumir que no eran incorrectas. En los 
países con fuerte y crónica corrupción se 
pueden encontrar ejemplos numerosos de 
desenfado, y hasta exposición pública deli­
berada de enriquecimientos indebidos, casi 
como una señal del poder del que se dispo­
ne. Esto ocurre en muchos países latinoame­
ricanos como Paraguay, México y Venezuela, 
por nombrar a algunos de los que más su­
fren este flagelo. También ocurre en otros 
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continentes incluyendo Asia, Africa, y Euro­
pa, particularmente en Rusia. 

En general el que paga sobornos tiene 
menos reprobación social que el que los re­
cibe. Es común encontrar empresarios o ge-
rentes de ventas relatar con tono de protesta 
o ironía cómo han necesitado pagar "contri­
buciones" para lograr ventas o contratos o 
aprobaciones de funcionarios públicos, o 
también de gerentes de compras u otros eje­
cutivos de empresas privadas. Recuerdo una 
reunión bastante numerosa de un consorcio 
que aspiraba a un contrato con una empresa 
del estado y encontraba la dificultad de la 
desaprobación de un funcionario al que se 
lo suponía incorruptible. Uno de los empre­
sarios allí presentes alegó: "déjenmelo a mi 
que no me dura un round". Hubo risas, 
aprobación y alivio en el resto de sus socios. 
Desconozco el resultado, pero me resultó 
claro que ciertas barreras habían sido supe­
radas y que cualquiera de los allí presentes 
tendría pocas inhibiciones para enriquecerse 
si estuviera en la situación de pedir sobor­
nos, aunque no lo expondría con similar de­
senfado. Es evidente que la corrupción en el 
estado está impulsada por la falta de sólidos 
principios éticos y por la falta de reproba­
ción social. 

Comparaciones Internacionales 

Algunas instituciones internacionales han 
publicado rankings de países según el nivel 
de corrupción percibido por los hombres de 
negocios y otros opinantes. Acompañamos a 
este trabajo diversos rankings publicados so­
bre corrupción: 1) el del World Economic 
Forum de 1996; 2) el del IMD de Suiza del 
World Competitiveness Yearbook de 1996; 3) 
el de la revista Impulse de Alemania de 1995; 
4) el resultado de una encuesta realizada por 
el Departamento de Ciencias Políticas de la 
Universidad de Amsterdam sobre la corrup­
ción en la política. 

Hay gran coincidencia entre los distintos 
trabajos. En casi todos ellos Nueva Zelanda y 
Dinamarca se ubican en los lugares de me-
nor corrupción. A partir de allí el ordena­
miento hace difícil establecer relaciones sis­

temáticas que permitan identificar las causas 
de la corrupción en los países. Hemos inten­
tado relacionar corrupción con nivel de de­
sarrollo, según se muestra en el gráfico que 
también acompaña este trabajo. Para ello he-
mos utilizado el ordenamiento del World 
Competitiveness Yearbook. Sin duda cual­
quiera de estos trabajos resulta de encuestas 
con algún grado de subjetividad, y el hecho 
de asignar puntajes no debe considerarse co­
mo reflejo de alta precisión. Pero, de todas 
maneras, puede resultar alguna conclusión. 

Existe una tendencia a menor corrupción 
en los países de más altos ingresos, y vicever­
sa. Es posible que por estar relacionado el ni­
vel de educación con el ingreso, esa tenden­
cia está reflejando en realidad la influencia 
de la educación. De los 20 países de la mues­
tra con más corrupción, 16 tienen un ingre­
so inferior a los 10.000 dólares por habitan­
te. Por otro lado, de los 20 países con menor 
corrupción, 19 tienen un ingreso superior a 
los 15.000 dólares. Hay algunos países que se 
apartan del lugar que teóricamente les co­
rrespondería en esta correlación. Italia, Gre-
cia y España muestran un nivel de corrup­
ción muy alto en comparación con los que 
tienen similar nivel de ingresos. Rusia es el 
país con mayor corrupción según la mayoría 
de los estudios. Chile, Israel, Portugal y Sud 
Africa tienen niveles de corrupción inferio­
res a los de otros países de similar desarrollo. 

Para aquellos que quieren ver la religión 
como un factor relacionado con la corrup­
ción, aparecen contradicciones que parecen 
invalidar la tesis. Países católicos y con corrup­
ción como Italia o España, encuentran la con­
trapartida de Portugal, o Francia. La gama de 
religiones predominantes es amplia y diversa 
de ambos lados de la balanza. 

Es bien posible que el grado de interven­
ción estatal se refleje en el fenómeno co­
rrupción a partir de estas comparaciones en­
tre países. Particularmente podría hablarse 
del efecto negativo de las transiciones desde 
un sistema colectivista hacia otro de merca­
do, cuando la apertura aún no es total. Rusia 
sería este caso, aunque habría que poder ex­
plicar el porqué de la diferencia con Polonia 
o Hungría. 

Hay un espacio muy amplio para avanzar 
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en la investigación sobre el fenómeno de la 
corrupción sobre la base de la comparación 
internacional. ¿Será efectivamente la educa­
ción? ¿Será la religión predominante, o el sis-
tema económico, o el origen étnico predomi­
nante?. Puede que estos factores influyan, pe­
ro sería erróneo un planteo determinístico. 
El alma humana y la razón siempre estarán 
en condiciones de optar por el bien frente al 
mal, y las sociedades son en definitiva conjun­
tos de seres humanos. 

El efecto de las privatizaciones 
y desregulaciones 

La institución del estado es más propicia 
que la actividad privada para la corrupción 
de sus funcionarios. La razón es simple: en el 
estado los funcionarios están más lejos y me-
nos conectados de quienes se perjudican con 
los costos ocasionados. 

Las privatizaciones y la desregulación han 
reducido sin duda los actos de corrupción, 
aunque estos no hayan desaparecido. Una 
sociedad menos regulada genera menos 
campo para la corrupción. Toda vez que está 
en manos de una persona decidir discrecio­
nalmente sobre beneficios de otra, se da un 
espacio propicio para la corrupción, que se 
motoriza por ambos lados. El funcionario 
descubre la oportunidad y el interesado pri­
vado encuentra un camino más fácil de lo­
grar beneficios, sin el esfuerzo de competir o 
reducir sus costos. Simplemente debe com­
prar voluntades gastando una suma menor al 
beneficio obtenido. Una vez que esta actitud 
corrupta se extiende, los empresarios que no 
habían entrado en ella encuentran que o 
bien lo hacen, o si no deben abandonar la 
actividad. La conciencia de esos empresarios 
se alivia interpretando que no lo hacen por 
su propia iniciativa o voluntad, sino porque 
resulta de una regla impuesta que deben 
aceptar para mantener viva su empresa, res­
guardando a sus accionistas y trabajadores. 
La coima se constituye así en un rasgo de la 
llamada "patria contratista". 

Tanto en Argentina como en muchos 
otros países habido en la década del noventa 
una disminución de los espacios propicios 

para este tipo de corrupción, debido a las 
privatizaciones, desregulaciones y a la instru­
mentación de una economía más abierta y 
de mercado. Se han desmantelado los siste­
mas de control gubernamental de precios y 
mercados; se eliminó el control de cambios; 
se suprimieron las exigencias de aprobación 
previa de importaciones; se suprimieron las 
autorizaciones en las inversiones extranjeras; 
y se eliminaron las intervenciones estatales 
en muy diversas áreas. 

Las regulaciones han respondido tradicio­
nalmente a intereses sectoriales donde los 
sectores más fuertes pudieron lograr medidas 
de intervención estatal en su favor. El avance 
de las regulaciones luego de la crisis del 
treinta, se produjo en el marco de las políti­
cas anticíclicas inspiradas por Keynes y la ola 
internacional de políticas sociales que acorn­
pañó al New Deal, pero en muchos países 
esas regulaciones fueron aprovechadas y mo­
torizadas por sectores empresarios y sindica­
les. Resultó finalmente que se creó un campo 
mucho más propicio para la corrupción. 

El tradicional planteo empresario de im­
plementar una "política industrial activa", 
entendiendo por tal los beneficios tributa­
rios o subsidios para inversiones industriales 
en determinados sectores o regiones, genera 
un espacio importante de corrupción. Mu­
chos empresarios de la industria reclaman 
todavía de los gobiernos políticas públicas 
activas para promover la industria, sin darse 
cuenta de que están pretendiendo regula­
ciones que, por otro lado, también ahora 
critican como opuestas a la economía de 
mercado. 

La necesaria discrecionalidad de los fun­
cionarios y el enorme beneficio que podían 
otorgar en la aplicación de políticas de pro­
moción ha sido un caldo de cultivo para la 
corrupción. Los decretos de promoción in­
dustrial tenían precio en algunas provincias 
argentinas. A. Ades y R. Di Tella (1996) ana­
lizaron y demostraron que el supuesto im­
pacto positivo sobre la inversión de las políti­
cas industriales activas, es compensado por el 
desaliento que genera la corrupción que 
aparece siempre como consecuencia de esas 
políticas. Puede corroborarse esa conclusión 
a la vista de la experiencia argentina. 
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Privatizar y desregular no elimina todas 
las ocasiones de prácticas corruptas 

Sin embargo, aún después de las privatiza­
ciones y desregulaciones, subsisten muchos 
espacios de actividad de gobierno en donde 
se mantienen incentivos para actos corrup­
tos, ya que es imposible alinear totalmente el 
bien común con la optimización de los bene­
ficios individuales. También es imposible ha­
cer converger inequívocamente los intereses 
de una institución con los de las personas 
que actúan en ella. Esto también se aplica a 
empresas privadas, y es más evidente cuando 
el tamaño de la institución es mayor, alejan­
do a quienes actúan y deciden, de los accio­
nistas o contribuyentes, que son los que se 
benefician o perjudican con el resultado. Es 
por ello que para que una sociedad no tenga 
corrupción pública, no puede dejar de ha­
ber personas con vocación de bien público. 
Si solo prima el interés económico, en toda 
función en donde el beneficio personal no 
converja con el interés de la institución, o 
con el bien común si es el Estado, se produ­
cirá corrupción. De todas maneras, cuando 
los funcionarios públicos reciben remunera­
ciones muy por debajo de los equivalentes en 
el sector privado, se requiere una vocación 
más intensa para resistir las oportunidades 
de corrupción. Se dice que la corrupción se 
produce cuando se enfrenta a hombres ordi­
narios con situaciones extraordinarias. Las 
bajas remuneraciones finalmente desembo­
can en instituciones que retienen preponde­
rantemente personas ordinarias y sólo algu­
nos ascetas o patriotas. Cuando ello ocurre 
en la policía o en la justicia, que por defini­
ción actúan siempre frente a situaciones ex­
traordinarias, la corrupción avanza en los ór­
ganos más críticos haciendo inevitable que 
una sociedad se desplace a escenarios de ma­
yor gravedad. 

La corrupción en actos individuales 

El pago de sobornos es tal vez el mecanis­
mo más explícito de corrupción y el que 
siempre abarca al menos dos partes, sin em­
bargo no es la única vía de acciones "corrup­

tas". El incumplimiento de las normas lega­
les o de las reglas no escritas de convivencia 
en beneficio propio, pero en perjuicio de los 
demás, es también en general una forma de 
actitud antisocial y por lo tanto corrupta. Sin 
embargo aquí el tema es más complejo y difí­
cil de discernir. 

El comportamiento ético en acciones indi­
viduales no tiene características tan definidas 
como el caso de un soborno. El blanco y ne­
gro admiten variados tonos de gris. ¿Pode­
mos calificar de corrupto el no respeto a un 
señal de Velocidad Máxima 60 Kms/hora en 
una carretera donde no hay riesgos de circu­
lar a 100?; ¿Es corrupto comprar y vender di-
visas fuera del mercado oficial cuando éste 
regula una cotización artificial?; ¿Es inmoral 
tener un trabajador doméstico no declarado 
cuando hay altísimos impuestos al trabajo y 
engorrosas tramitaciones?. Si estas preguntas 
debieran tener una respuesta afirmativa, nin­
gún argentino estaría excluido de haber pa­
sado por la corrupción, incluido el que sus­
cribe. Pero la existencia de grises no impide 
reconocer las graduaciones y la calificación 
relativa de los comportamientos desde la po­
sición de un observador que se ubique en el 
baricentro de los valores morales aspirados 
por una sociedad. 

Hace unos años el peruano Hernando de 
Soto impactó a toda Latinoamérica con su li­
bro "El Otro Sendero". Allí describía cómo 
el estado, con su excesiva intervención en la 
sociedad y su despilfarro, impulsaba casi ine­
vitablemente hacia la informalidad. El traba­
jo "en negro" y la evasión impositiva se mos­
traban no solo como la única forma de so­
brevivir, sino también como una forma de es­
cape al estancamiento y el retraso de los paí­
ses sometidos al estatismo. La relativización 
de las normas éticas frente a la ley pública y 
su incumplimiento se exponían como vale­
deros, cuando el estado había construido 
una estructura y reglas que escapaban, a su 
vez, de una actitud moral de respeto al ciu­
dadano y a su libertad individual. La con­
frontación con la injusticia daba lugar y pa­
recía justificar el quiebre de las normas im­
puestas por un estado que erraba la inter­
pretación del bien común y generaba injusti­
cia. Por cierto que la tesis de Soto era modi­
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ficar al estado y sus reglas de intervención, 
sin embargo mientras ello no ocurriera su li 
bro dejaba planteada la justificación de la 
evasión impositiva y la elusión de las regula­
ciones excesivas. 

Hernando de Soto es un exponente de 
una ética utilitarista, del tipo de las plantea­
das por Carl Fiedrich o Samuel Huntington. 
Este enfoque es diferente al de la Iglesia y al 
de casi todas las religiones, como así también 
al de Kant, que adjudican valor ético o moral 
a los hechos por su propia esencia: Son bue­
nos o son malos según la intención, indepen­
dientemente de sus consecuencias. En cam-
bio, el entorno de circunstancias atenuantes 
o el efecto final son aspectos más tenidos en 
cuenta en la óptica utilitarista. La doctrina de 
Cristo, los Mandamientos, la ley mosaica o el 
Corán son claros respecto al comportamiento 
del alma humana. Sin embargo, no dejan de 
exigirle al hombre tener en cuenta a su próji­
mo y evitar en ciertos casos un mal mayor 
frente al cumplimiento de la Ley. En un caso 
extremo de peligro de la vida de un hijo es lí­
cito robar para darle de comer. La verdad ad-
mite zonas de duda, aunque en situaciones 
de alta corrupción uno se siente más inclina­
do al enfoque absoluto del tipo kantiano. 

Comportamiento legal, 
y comportamiento ético 

Se puede distinguir entre el comporta­
miento legal y el ético. Particularmente esta 
distinción es interesante, cuando la ley per-
mite ventajas para algunos en detrimento de 
muchos. Un diputado en Argentina puede 
legalmente otorgar pensiones graciables en 
dinero a quien él disponga, de acuerdo a su 
criterio. Por lo tanto puede legalmente dár­
selas a un pariente o a un amigo, o retribuir 
un favor político. ¿Pero esto es ético? ¿Es éti­
co que un gobernante designe en cargos ren­
tados a todos sus parientes, aunque ello no 
esté impedido por la ley?. 

En Argentina se conoce un tipo de protes­
ta denominado "trabajo a reglamento". Con­
siste en cumplir estrictamente las leyes y los 
reglamentos, lo que siempre da por resulta­
do un menor rendimiento laboral, o incon­

venientes para la población o el tránsito en 
su caso. Nunca la ley puede contemplar to-
dos los requisitos del comportamiento hu-
mano ni puede prever las necesarias flexibili­
dades que deben decidirse continuamente 
dentro del espíritu del bien común. Si la le­
tra de la ley lo intentara, sería incumplible. 
Por eso mismo la ley requiere del hombre 
un aporte ético y no solo un cumplimiento 
formal. 

Los aportes a los partidos políticos como 
semilla de corrupción 

El sistema republicano de representación 
por partidos políticos origina fuertes necesi­
dades de fondos para solventar las campa­
ñas. El desarrollo de los medios de difusión 
ha impuesto fuertes costos a los partidos, 
que no pueden cubrir con las cuotas de los 
afiliados ni con los subsidios gubernamenta­
les que reciben. Se ven obligados a solicitar 
aportes a personas y empresas. Esta práctica 
ha llevado al camino de la exacción y el so­
borno a muchos políticos que luego han ac­
cedido al poder o al parlamento. El límite 
de lo ético se ha borrado y muchos políticos 
se han acostumbrado a pedir "para el parti­
do" aunque ya no se trate de una campaña 
desde fuera del poder. Han aparecido los re­
colectores de fondos que se quedan con lo 
suyo, y funcionarios de muy alto nivel que 
no tienen reservas en aceptar o pedir fondos 
para otorgar favores, tranquilizando su con­
ciencia con solo repartir o entregar al parido 
una parte de lo recibido. La generalización 
de esta práctica ha creado suficientes com­
plicidades como para asegurar la impunidad 
de todos los involucrados. Por ejemplo, du­
rante los dos últimos gobiernos constitucio­
nales la masa de fondos obtenidos de esta 
manera era usada para pagar sobresueldos 
"en negro" a los funcionarios de mayor ni­
vel, siendo pocos los que lo rechazaban. La 
aceptación de esas sumas sin averiguar su 
origen, convertía a todos los que las recibían 
en cómplices, inhibiéndolos de hablar del 
tema. Los que se negaban a recibirlo pero 
sin renunciar, por razones de lealtad con sus 
jefes o colegas, tampoco hacían denuncia 
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del hecho. Los sobresueldos sin embargo 
han sido moneda chica en comparación con 
otras sumas más relevantes obtenidas "para 
el partido" y distribuidas entre menos perso­
nas, según su influencia y participación en el 
dictado de las medidas de favor a quienes 
pagaron. 

Los intentos de corregir el circuito de so­
bresueldos con la asignación de Gastos Re­
servados fueron un noble intento, aunque 
no corrigieron el fenómeno, y también fue­
ron criticados por no corresponder ese tipo 
de asignación. 

En realidad la necesidad de pagar sobre­
sueldos proviene del desconcepto de que los 
funcionarios de alto nivel en el gobierno de-
ben tener sueldos menores de los que obten­
drían en la actividad privada en cargos de si­
milar responsabilidad. Este desconcepto solo 
tiene 50 años en la Argentina y es una conse­
cuencia de la demagogia y del intento falaz 
de demostrar que el funcionario es austero y 
patriota. La iniciación de esta práctica proba­
blemente no fue otra cosa que una vestimen­
ta demagógica e hipócrita en una situación 
en la que los ingresos de los funcionarios no 
eran exclusivamente su sueldo. Luego, con 
los gobiernos diversos, el principio de bajos 
sueldos para los altos funcionarios no se alte­
ró. La consecuencia ha sido la degradación 
de nivel y de la respetabilidad social de los 
funcionarios públicos permanentes, inclu­
yendo los de la justicia, la policía y las fuerzas 
armadas. 

Las mafias y la inseguridad como 
consecuencia de la corrupción 

Una de las derivaciones más graves de la 
corrupción en la sociedad y el estado es la 
pérdida de capacidad de la policía y de la jus­
ticia para hacer cumplir la ley. En rigor, lo 
que sucede es que las fuerzas de seguridad 
son infiltradas por la corrupción y muchos 
de sus integrantes pasan a constituirse en 
cómplices del delito, cuando no en sus pro­
motores. La justicia, a su vez, también es su­
perada por la incapacidad de expulsar a los 
jueces corruptos, y por la debilidad y el te-
mor frente a las mafias. 

La mafia es una organización delictiva que 
asegura su impunidad mediante la violencia 
y la corrupción. Resulta dificil imaginar la 
subsistencia de este tipo de organizaciones 
frente al poder del estado, si no se ha alcan­
zado un alto nivel de corrupción. Los recur-
sos económicos de un estado para armar un 
cuerpo policial deberían ser siempre supe­
riores a los de un grupo privado que funcio­
na clandestinamente. Solo ciertas actividades 
del delito como el narcotráfico o el contra­
bando en ciertos países, pueden llegar a ge­
nerar capacidad económica de magnitud 
comparable a la de un gobierno. En esos ca-
sos solo la destrucción de la actividad permi­
te impedir la mafia, que de otra manera es 
inevitable. 

Las organizaciones mafiosas en algunos 
países han terminado asociándose a organi­
zaciones terroristas guerrilleras de origen 
ideológico. A diferencia de la mafia, la gue­
rrilla no nace en la corrupción, aunque pue­
da haber incluido la corrupción del gobier­
no o del "sistema" como argumento justifica­
torio de su camino violento. Esta diferencia 
de origen no implica que finalmente se ase­
mejen los métodos de acción violenta e inti­
midación: clandestinidad; secuestro; organi­
zación celular; etc. El hecho es que finalmen­
te los métodos de acción contra el terroris­
mo pueden derivar en procedimientos ilíci­
tos de represión que, a su vez, ubican a las 
instituciones de seguridad del propio gobier­
no fuera de la ley. Son situaciones que se dan 
cuando las instituciones políticas se debilitan 
y se complican con los mismos argumentos 
de los grupos violentos, mientras que la so­
ciedad le reclama al gobierno eficacia para 
acabar con el terrorismo. Varios países de 
América Latina, entre ellos Argentina, han 
padecido con mayor o menor intensidad el 
fenómeno del terrorismo y de la represión 
ilegal, conmoviendo las bases éticas de sus 
fuerzas armadas y de seguridad. 

La aparición de mafias de origen delictivo 
es una muestra clara de una corrupción fuer­
temente extendida que finalmente alcanza la 
policía y la justicia. Padecen este problema 
notoriamente Italia, Rusia, México o Nigeria, 
por nombrar algunos casos. En Estados Uni­
dos las mafias fueron fuertes en las décadas 
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del veinte y el treinta, impulsadas por la pro­
hibición del alcohol y el juego. Colombia es 
un caso extremo en el cual mafias delictivas 
apoyadas en el narcotráfico se han asociado 
con la guerrilla ideológica. Argentina ha 
mostrado en los últimos años algunos sínto­
mas de la presencia de grupos mafiosos con­
centrados en ciertas actividades. Más recien­
temente algunos crímenes han sido adjudica­
dos a organizaciones de este tipo con ramifi­
caciones en la política. 

Paradójicamente, siendo la Argentina el 
país que ha producido el más profundo pro­
ceso de privatizaciones y desregulación, se 
habla hoy en él más de corrupción que antes 
de dicho proceso. Esto es porque los actos de 
corrupción, que cuantitativamente pueden 
ser menos, son mucho más impactantes por 
su naturaleza. Se producen en niveles más al­
tos de la pirámide del gobierno y el parla­
mento, han penetrado en la justicia e involu­
cran la policía, produciendo hechos con cla­
ros rasgos mafiosos. 

La pérdida de valores en la sociedad 

Una sociedad con sólidos valores morales y 
éticos es la clave para minimizar la corrup­
ción. La ética es un escudo mucho más pode­
roso que el cumplimiento a rajatabla de la le­
tra de la ley. El estricto respeto a reglas éticas 
es la mejor garantía de que una sociedad será 
menos corrupta, aunque en ciertas circuns­
tancias sus ciudadanos incumplan normas 
surgidas de afanes legislativos intervencionis­
tas o de privilegios. Por ejemplo, es más acep­
table que un trabajador recurra al mercado 
informal de cambios para preservar su sala­
rio, en épocas de alta inflación, que un diri­
gente sindical cobre sueldo en una empresa 
la cual a su vez está obligada a pagarle ese 
sueldo sin que trabaje. 

La pérdida de valores éticos transita por el 
camino del hedonismo, el culto a la popula­
ridad, y la preeminencia de valores materia-
les sobre los religiosos y morales. Este es el 
caldo de cultivo de la corrupción. Su exten­
sión en el gobierno es una consecuencia. 
Muchos argentinos claman airados contra la 
corrupción de los funcionarios públicos, pe ­

ro ovacionan a un director técnico de fútbol 
que fue condenado por atacar sexualmente a 
un menor llevado mediante engaño a su de­
partamento, luego que se le acercó en la ca­
lle a pedirle un autógrafo. Un boxeador fue 
condenado en Argentina por homicidio de 
su cónyuge y murió en un accidente automo­
vilístico durante un permiso de salida de la 
cárcel; ya tiene un monumento levantado 
por un gobierno provincial respondiendo al 
fervor popular. Este caso es parecido al de 
Simpson en Estados Unidos, en el que la po­
pularidad y la solidaridad racial prevalecie­
ron sobre la objetividad de la justicia. 

Estas personas y varias otras, que son expo­
nentes de comportamientos claramente in-
morales o al menos no éticos, pero de gran 
popularidad deportiva o artística, son endio­
sados por los medios que privilegian el rédi­
to económico antes que el intento de poner 
los valores en el orden debido. Así es difícil 
crear las defensas que impidan el fácil tránsi­
to a constituirse en corrompido o corruptor, 
cuando aparece la oportunidad y el incenti­
vo. Si no hay siquiera penalización social, se 
cumple la máxima del tango argentino Cam­
balache: "el que no afana (roba) es un gil 
(zonzo) ". 

El combate internacional a la corrupción 

Estados Unidos ha sido el primer país en 
iniciar una acción sistemática internacional 
contra la corrupción, particularmente con­
tra el soborno a funcionarios públicos. En 
1977 ese país sancionó la Ley Sobre Prácticas 
Corruptas en el Extranjero, que estableció 
que el pago de sobornos por parte de ciuda­
danos estadounidenses a funcionarios estata­
les en el extranjero constituye delito. Inicial­
mente la ley significó una desventaja compe­
titiva frente a empresas europeas o locales 
que no estaban sujetas a legislación similar. 
Incluso algunos países desarrollados, como 
Alemania o Francia, sostuvieron el principio 
de que los gastos en sobornos en el exterior 
podían deducirse impositivamente. En las 
declaraciones del impuesto a la renta en Ale-
mania aparece el concepto Schmiergeld (di­
nero para untar) como deducción. 
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La desventaja competitiva para las empre­
sas norteamericanas no motivó la derogación 
de la ley, sino la presión de Estados Unidos 
para que otros países desarrollados adopta­
ran legislación similar. Sólo después de algu­
nos años logró algún éxito en ese sentido. 
En 1994, en la Cumbre de las Américas en 
Miami, se logró que los países asistentes sus­
cribieran la Iniciativa No a la Corrupción en 
la cual se proponía un ataque frontal a la co­
rrupción en el continente, y se exhortaba a 
los países de la OCDE a hacer lo propio. En 
marzo de 1996 se celebró en Caracas la Con­
vención Interamericana contra la Corrup­
ción y se suscribió un documento que reco­
mienda a los gobiernos modificar la legisla­
ción aumentando la penalización de actos 
corruptos. Se proponía crear una ley similar 
a la estadounidense. 

Finalmente, en 1996, el Consejo de la OC­
DE recomendó a sus países miembros supri­
mir la deducción impositiva de los sobornos 
pagados en el extranjero. 

Diversas medidas han sido recomendadas 
para avanzar internacionalmente contra la 

corrupción. Michael Skol, ex Subsecretario 
Adjunto para Asuntos Interamericanos de 
Clinton, ha sugerido entre otras: a) que los 
países impidan la presentación en las licita­
ciones públicas de empresas de países que 
permitan el soborno en el exterior; b) que se 
encargue a organismos como Transparency 
International o la International Bar Associa­
tion que visiten y auditen la existencia de co­
rrupción en los países adherentes. 

A pesar de estos avances, aún se está lejos 
de que la acción internacional sea eficaz. 
Además se refiere sólo al soborno y no a otras 
formas de corrupción. A pesar de la ley, las 
empresas encuentran vías de transgrediría. 
En Argentina se han producido recientemen­
te sospechas y acciones judiciales por casos de 
soborno protagonizados por empresas esta­
dounidenses de primer nivel, que habrían 
procedido de esa forma sólo dejando hacer a 
sus socios locales. Esto no debe desalentar. En 
un mundo cada vez más globalizado e inte­
grado, la acción concertada de todos los paí­
ses es un imperativo para reducir la corrup­
ción. 
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